
QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 75 Y 76 DE LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, A CARGO DEL 

DIPUTADO JONADAB MARTÍNEZ GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO 

CIUDADANO 

El suscrito diputado Jonadab Martínez García, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento 

Ciudadano en la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

así como en los artículos 6, numeral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración del pleno, la presente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona las fracciones 

XVIII y XIX al artículo 75 y la fracción IV al artículo 76 a la Ley General de Educación, con base en 

la siguiente 

Exposición de Motivos 

En los Estados Unidos Mexicanos está prohibida toda discriminación motivada por la religión o 

cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 

derechos y libertades de las personas (Artículo 1°, párrafo quinto de la Carta Magna ). 

El Estado laico debe garantizar plenamente el respeto a los derechos humanos y garantías consagradas 

en nuestra Carta Magna. 

El ser humano es un ser integral, es decir, se constituye por el cuerpo (parte material) y una parte 

inmaterial a la que llamamos “espiritualidad”, misma que supone una parte fundamental de la vida 

de una persona: su libertad de creencia. 

Todos los mexicanos tenemos el derecho a creer en lo que decidamos por convicción, por lo que el 

respeto y la tolerancia ante otras creencias ajenas a las nuestras deben predominar en las relaciones 

interpersonales. 

El 5 de diciembre del 2017, fue aprobado por esta soberanía el proyecto de decreto por el que se 

declara el 25 de septiembre como Día del Estado Laico, con 334 votos a favor, 5 en contra y 16 

abstenciones. 

El Estado debe permanecer neutral y manifestar respeto ante las convicciones religiosas , éticas, 

filosóficas e ideológicas de las personas; así como garantizar las relaciones entre los individuos dentro 

de un marco de acatamiento y tolerancia. Las personas deben corresponder a lo anterior mediante la 

observancia de la ley. 

El objetivo del presente proyecto de decreto es establecer claramente que el Estado no debe permitir 

que en los planteles escolares donde éste imparta educación se practique alguna doctrina religiosa. 

La propuesta que sometemos a su consideración está sustentada en los derechos y libertades que en 

materia religiosa tienen los mexicanos; entre los cuales están: abstenerse de practicar actos y ritos 

religiosos , no ser objeto de discriminación, coacción u hostilidad por causa de sus creencias 

religiosas ; ni a participar o contribuir con dinero o en especie en ritos, ceremonias, festividades, 

servicios o actos de culto religioso(Artículo 2°.- de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto 

Público). 



Por otro lado, sabemos que “la educación que el Estado imparta será laica y, por lo tanto, se mantendrá 

por completo ajena a cualquier doctrina religiosa” (Artículo 5o.- de la Ley General de Educación) 

Estimamos que no se puede forzar a los individuos a cambiar sus creencias, pero menos aún 

podemos estar de acuerdo en que una persona sobreponga sus convicciones religiosas a sus 

responsabilidades profesionales, en el caso que nos ocupa: los educadores y/o autoridades 

escolares en los planteles escolares. 

Estaremos de acuerdo en que es reprobable la existencia de actos de discriminación por motivos 

religiosos al interior de los planteles escolares, ya que elegir practicar una doctrina religiosa o no 

elegir alguna, es un derecho en nuestro país, siendo esto una acción de carácter personal. 

Creemos que en los planteles escolares no deben de difundirse doctrinas religiosas por parte de 

servidores públicos, ya que estas pueden no representar los sentimientos de veneración que por 

convicción propia tengan los educandos. 

La discriminación por profesar una doctrina religiosa al interior de las escuelas públicas hace sufrir 

emocionalmente a las niñas y niños, porque atenta contra lo que se le enseña al interior de su hogar, 

es decir, se transgrede el ámbito privado de estos, y más aún cuando se intimida con perjudicar 

sus calificaciones. 

Esto último contradice lo estipulado en nuestra Carta Magna, misma que establece que la educación 

será de calidad, con base en el mejoramiento constante y el máximo logro académico de los 

educandos (Artículo 3°, fracción II, literal d de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos ). 

Lo más fácil en el asunto que nos ocupa sería intentar dialogar, pero debido a la calidad de los 

involucrados: educando y educador, la situación se vuelve compleja, por cuestiones de edad y de 

autoridad. 

Así como la libertad de religión es un acto personal, el resultado de ejercer la misma, también 

debe de involucrar únicamente al ámbito individual. 

Sin embargo, es necesario evitar conductas que atenten contra los derechos establecidos en las leyes. 

Tomando en cuenta la jerarquía de leyes, podemos argumentar que, si bien la legislación internacional 

contempla que toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de conciencia , también 

establece que la libertad de manifestar las propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones 

prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral 

públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás. (Artículo 18 del Pacto 

Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos ). 

Las creencias religiosas en lo personal generalmente nos hacen ser mejores seres humanos y hacen 

enfocar nuestros esfuerzos en las cosas realmente importantes en nuestra vida, pero de manera 

individual, no colectiva. 

Consideramos que el asunto que nos ocupa es una situación que puede cambiar en beneficio de un 

ámbito que a nuestro parecer es estrictamente personal: el de las creencias religiosas. 



Estimamos que imponer las creencias a otras personas (a los educandos) a través de la coacción va 

en contra de la tolerancia y el respeto que debe existir entre las personas, independientemente de la 

jerarquía o la edad. 

Los conflictos existen porque lo permitimos, pero ninguna persona puede ser privada de apegarse a 

sus creencias y valores, mismos que se ubican en el ámbito estrictamente individual. 

Los principios morales, los valores y las creencias religiosas se inculcan al interior de los hogares, 

con el ejemplo de los padres; es decir, son estos quienes educan a los hijos; y son las escuelas las que 

los instruyen. 

Estimamos que vivir el día a día de acuerdo a creencias espirituales y valores morales específicos es 

valioso para toda persona, independientemente de su edad, ya que ello da sentido a la vida misma. 

Las creencias religiosas no solo se tienen, se viven. 

Reiteramos que consideramos como inaceptable la existencia de actos de discriminación e 

intolerancia religiosa al interior de los planteles educativos, por lo que el proyecto de decreto que 

sometemos a consideración alude de manera directa y precisa al tema de la discriminación por 

motivos religiosos. 

El recibir educación también es una obligación en nuestro país, es una política de Estado, por lo que la 

religión(presente a través de distintas actividades) no debe de manifestarse incluso de manera 

indirecta al interior de las escuelas. 

Sabemos que la educación debe ser laica y, por lo tanto, se mantendrá ajena a cualquier doctrina 

religiosa y luchará contra los fanatismos y los prejuicios. (Artículo 3o. de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos). 

También que la educación contribuirá a la mejor convivencia humana, a fin de fortalecer la igualdad 

de derechos de todos, evitando los privilegios de religión. (Artículo 3o. de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos). 

Sin embargo, estimamos que la propuesta de decreto si bien está contemplada de manera general en 

el texto constitucional (evitar los privilegios de religión -artículo 3°, inciso II, literal c) es imperioso 

reafirmar el carácter laico de la educación de manera directa y precisa en la Ley General de 

Educación. 

Así mismo, estimamos que es necesario establecer una sanción para el educador y/o autoridades 

escolares que no atienda lo establecido en el texto constitucional . 

Sabemos que “toda persona tiene derecho a la libertad de convicciones éticas, de conciencia y de 

religión, y a tener o adoptar, en su caso, la de su agrado. Esta libertad incluye el derecho de participar, 

individual o colectivamente, tanto en público como en privado, en las ceremonias, devociones o actos 

del culto respectivo, siempre que no constituyan un delito o falta penados por la ley” (Artículo 24 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos). 

Al amparo de lo establecido en el artículo 24 constitucional, se garantiza el derecho a la libertad de 

religión, y por ende de participación en ceremonias, devociones o actos de un culto respectivo, pero 

se deja a la interpretación el derecho a la no intervención, es decir que las personas no se 

encuentran obligados a ser parte de estos eventos, lo cual valoramos ambiguo. 



Es por ello que consideramos que debemos proteger este derecho de todo niño o niña, y establecer 

textualmente en las adiciones que proponemos que no se podrá condicionar por parte de los 

educadores y/o autoridades escolares el resultado de las evaluaciones del educando, a su 

participación en cualquier acto o celebración que fomente una doctrina religiosa en particular 

y la cual no profese el alumno; ya sea dentro o fuera del plantel escolar donde el Estado imparta 

educación. 

Cuando argumentamos que nadie está obligado a ser parte de actos o celebraciones que fomente 

una doctrina religiosa , estamos omitiendo la autoridad que ejerce el docente sobre el educando. 

Estimamos que este proyecto de decreto no da lugar a la sobrerregulación normativa, y por otro lado 

establece sanciones precisas (que hoy día no existen ) para quienes incurren en la discriminación por 

practicar una doctrina religiosa dentro de los planteles escolares donde el Estado imparta educación. 

Cuando sancionamos, promover, realizar o permitir que se efectúen dentro del plantel escolar 

donde el Estado imparta educación por parte de los educadores y/o autoridades escolares 

cualquier acto o celebración que fomente una doctrina religiosa en particular, estamos dando 

certidumbre jurídica en relación a la existencia de un Estado laico. 

Como legisladores tenemos la responsabilidad de proteger la laicidad del Estado, a través de la 

generación de preceptos que no dejen lugar a dudas o ambigüedades. 

No perdamos de vista que el texto constitucional es una guía, es el ideal a seguir; pero en los hechos, 

en el diario acontecer dentro de los planteles educativos, se violenta en ocasiones lo establecido 

en los artículos 3° y 24 constitucionales, por lo que creemos que sancionar al educador y/o 

autoridades escolares que no acate lo establecido en los artículos aludidos es necesario, a fin de 

velar por los derechos de los educandos. 

Estimamos que en el tema que nos ocupa, lo establecido en la Ley General de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes, así como en la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, no es 

suficiente, ya que no se sanciona de manera precisa a los educadores y/o autoridades escolares 

que violente los derechos de los educandos en materia de libertad de religión. 

Lo anterior debido a que cuando no existe una sanción clara, ante una conducta antijurídica, 

el único resultado es que dicha acción se repita, ya que no existen consecuencias para quien la 

comete. 

La doctrina religiosa representa un dogma de fe , algo que no se discute o se pone en duda, sino 

simplemente se acepta por libre albedrio de manera individual. 

Creemos que el presente proyecto de decreto promovería la igualdad, libertad y fraternidad entre los 

educandos, ya que busca evitar que al interior de los planteles escolares se promueva una doctrina 

religiosa, cualquiera que sea esta. 

Consideramos que mediante el presente proyecto de decreto se fomenta la cultura de la laicidad, en 

donde el expresar una doctrina religiosa en particular debe de realizarse en el ámbito privado, y no 

dentro de los planteles escolares, en otras palabras, asegurar la no intromisión de una doctrina 

religiosa en la vida pública. 



Las costumbres, tienen por fin asegurar que un grupo social de continuidad en el tiempo y en 

el espacio, a las creencias que los distinguen, con las cuales se identifican y por ende los hace 

diferentes a otros grupos. 

Reflexionamos que no debemos confundir la preservación de costumbres, con el obligar a una persona 

a realizar actividades de carácter religioso con las cuales no comulga, violentando con ello su objeción 

de conciencia (que alude a una condición subjetiva). 

Así entonces, creemos que la redacción del presente proyecto de decreto apunta de manera directa a 

la discriminación por motivos religiosos, estando vinculado a la exposición de motivos que se 

presenta. 

Compartimos la idea de que las costumbres son lazos que estrechan las relaciones de una comunidad, 

otorgándole identidad y rostro propio; pero no deben de utilizarse para violentar la prerrogativa de 

pensar, sentir y vivir de manera distinta a los demás. 

Concluimos entonces que las convicciones pueden exteriorizarse de manera verbal o por medio de 

acciones, a través de costumbres, pero siempre dentro de la ley, ya que las opiniones individuales no 

pueden suplantar al derecho positivo. 

El Estado de derecho se sustenta en un derecho positivo, mismo que da lugar al derecho vigente, y 

para desarrollarnos como sociedad solo debemos hacer una cosa: acatarlo. 

Como legisladores es nuestra obligación combatir la discriminación y la intolerancia por motivos 

religiosos dentro de los planteles escolares, y ello lo podemos llevar a cabo por medio de la generación 

de preceptos como el que se presenta. 

Por lo anteriormente razonado y fundado, me permito someter a consideración del Pleno de la Cámara 

de Diputados a la LXIII Legislatura, la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona las fracciones XVIII y XIX al artículo 75 y la fracción IV al artículo 76 de 

la Ley General de Educación para quedar como sigue: 

Artículo 75. Son infracciones de quienes prestan servicios educativos: 

I. ... a XVII ... 

XVIII. Promover, realizar o permitir por parte de los educadores y/o autoridades escolares, 

que se efectúen dentro del plantel escolar donde el Estado imparta educación, cualquier acto 

o celebración que fomente una doctrina religiosa en particular. 

XIX. Condicionar por parte de los educadores y/o autoridades escolares el resultado de las 

evaluaciones del educando, a su participación en cualquier acto o celebración que fomente 

una doctrina religiosa en particular y la cual no profese el alumno; ya sea dentro o fuera del 

plantel escolar donde el Estado imparta educación. 

Artículo 76. Las infracciones enumeradas en el artículo anterior se sancionarán con: 

I. ...a III. ... 



IV. En el caso de incurrir en las infracciones establecidas en las fracciones XVIII y/o XIX del 

artículo anterior, se aplicará la sanción establecida en la fracción I de este artículo. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de marzo de 2018. 

Diputado Jonadab Martínez García (rúbrica) 

 


